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Resumen:

Este articulo examina la configuracién actual del derecho a la educacién bdsica
en Brasil y sus desplazamientos histéricos. Presenta la situacion vigente como un
derecho juridicamente protegido, asi como su exigibilidad por los ciudadanos
ante el poder Judicial, dado su valor indispensable para la ciudadania. Nuestra
Constitucién define al Estado como el sujeto del deber de esta prestacién social,
en relacién con el objeto que es el derecho a la educacién. El Estado debe extender
universalmente la escuela para todos y atender al conjunto de los ciudadanos, con
el fin de hacer cumplir los objetivos de la democracia. Esta proteccién cuenta
con una financiacién inscrita en la Constitucién en un pafs federativo. Pero no
siempre la realidad ha correspondido a los avances obtenidos en los textos del
ordenamiento juridico; la deuda con la poblacién escolarizable atin es grande
frente al desafio de la calidad.

Abstract:

This article examines the current configuration of the right to elementary edu-
cation in Brazil and its historical changes. The situation in effect is described
as a legally protected right that citizens can demand through the court system
because of the indispensable nature of education. Our constitution defines the
state as the subject of duty of this social benefit, in relation to the object, which
is the right to education. The state must make school universal for all and serve
citizens in their totality, in order to meet the objectives of democracy. The finan-
cing for such protection is stipulated in the constitution of a federative nation.
But reality has not always corresponded to the progress made in legal texts; the
nation’s debt to the school-age population is still sizable in comparison with the
challenge of quality.
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Sobre el derecho a la educacién basica
La Constitucién de la Republica de Brasil de 1988 inicia el capitulo
correspondiente con un articulo en el que se afirma que el objetivo de
la educacién es el pleno desarrollo de la persona y, para alcanzarlo, ésta es
definida como un derecho del ciudadano y un deber del Estado. Y ese desa-
rrollo de la persona no podria realizarse plenamente sin el apoyo de varios
requisitos, entre ellos la gratuidad, obligatoriedad y financiacién educa-
tivas, asi como la valoracién de los docentes; estos elementos ayudan a la
realizacién de los objetivos de la institucién escolar: el desarrollo efectivo
de la capacidad cognitiva, marca caracteristica del hombre, y la incorpo-
racién de los valores ligados con la ciudadania y los derechos humanos.

No es sin motivo que la educacidn, en el articulo 6° de nuestra Consti-
tucién, aparece como el primero de los derechos sociales, siendo también
derecho politico y civil. Es tan importante que en la Carta Magna se pre-
senta como un derecho juridicamente protegido.

De ahi se desprende que el foco principal de la educacién bdsica es el
alumno-ciudadano. Asi lo indican las Directrices y Bases de la Educacién
Nacional, ley nimero 9.394/96, en su articulo 22: “La educacién bdsica
tiene por objetivo desarrollar al alumno asegurdndole una formacién
comun indispensable para el ejercicio de la ciudadania, y proporcionarle
medios para progresar en su trabajo y en sus estudios posteriores”.! Ahi
es fundamental la escuela, y sélo ella, porque tiene alumnos, de lo cual
se desprende la existencia necesaria del profesor como otro mediador del
proceso de constitucién de conocimientos y valores.

Es en torno del derecho a la educacién —reconocido por todos los paises—
que se produjo el nacimiento y la constitucién de la escuela publica, la cual
surgid bajo el supuesto de garantia de este derecho como valor indispensable
para la constitucién de la ciudadania. Y es de ese derecho, componente de
la ciudadania y de los derechos humanos, que advino el deber del Estado
de propiciar las condiciones para que, por el ejercicio mediador del magis-
terio, se cumpla con el deber de constituir conocimientos y valores. Se trata
del momento histérico de la afirmacién del sujeto moderno, traducido, por
ejemplo, por los ideales libertarios de la Revolucién Francesa. En ellos se
rompe con la idea de una reserva de la educacién solamente para algunos
privilegiados y se le institucionaliza como un derecho para todos desde la
infancia. El acceso al conocimiento y a la conciencia de valores son méviles
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para que deje de existir el subdito y, en su lugar, se erija el ciudadano, libre
e igual ante los otros.

La modernidad trajo consigo la aparicién de una sociedad letrada y
consciente. El dominio de las letras se convirtié en fundamental para leer
y firmar documentos pero, ademds, para leer el mundo circundante. Sin
el dominio de esos instrumentos y de los valores, el sujeto corre el riesgo
de retornar al sometimiento de la ignorancia y la tirania. Para que eso no
ocurra, la escuela publica comin debe universalizarse para todos, hombres
y mujeres. La instruccién elimina el obstdculo de la ignorancia, permite el
gozo de las libertades, la toma de consciencia de si y del otro en vista de una
insercién en el mundo del trabajo y en las prerrogativas de la ciudadanfa.

Pero el derecho a la educacidén estd unido intrinsecamente a la funcién
publica del Estado. Sélo éste puede extender universalmente la escuela
y asi atender al conjunto de los ciudadanos con imparcialidad, a fin de
cumplir los grandes objetivos de la democracia y de la justicia. De ahi
sus obligaciones en cuanto a la oferta cualificada, a la financiacién y a la
calificacién de ese derecho. Sélo el Estado puede propiciar las condiciones
igualando nuevas oportunidades para todos los grupos sociales, incluyendo
a los segmentos pertenecientes a las clases populares.

Entonces, el disfrute de un derecho (jus) que pertenece a un sujeto,
titular de él, se rige por el principio del jus et obligatio sunt correlata.
De ahi se desprende que a todo derecho le corresponde un deber (0bli-
gatio) de la parte de los otros o, en otros términos, la satisfaccién de tal
derecho depende en la existencia de un sujeto activo y de su obligacién
de cumplimiento. Nuestra Constitucién define al Estado como el sujeto
del deber de esta prestacién social, en relacién con el objeto que es el
derecho a la educacién.

Hoy, prdcticamente, no hay pais que no garantice, en sus textos legales,
el derecho de acceso, permanencia y éxito de sus ciudadanos a la educacién
escolar bdsica. Y las formas de protecciéon de ese derecho son variables en
cada nacién, dado que la mayor parte de ellas asumié compromisos en el
dmbito de la Organizacién de las Naciones Unidas en torno de declaracio-
nes, tratados y convenciones de cardcter internacional. Tal es el caso del
articulo XXVI de la Declaracién Universal de los Derechos del Hombre, de
1948; del mismo asunto se ocupa la Convencién Relativa a la Lucha contra
la Discriminacién en el Campo de la Ensefanza, de 1960, y el articulo 13
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del Pacto Internacional de los Derechos Econémicos, Sociales y Culturales,
de 1966. Mis recientemente tenemos el documento de Jomtien, de 1990,
Educacion para Todos, cuyos compromisos fueron revisados en Dacar en
2000 y se refieren a los paises mds poblados del mundo. Se trata de una
iniciativa global como forma de cooperacién multilateral.

Pero asumir tales declaraciones es mds que una proclamacién solemne;
es divulgar a los que no saben u olvidaron que somos portadores de un
importante derecho. Declarar y asegurar, bajo ese enfoque, resultan en una
necesaria obligacién de quien lo ha asumido, asi como en el indispensable
reconocimiento de responsabilidades de quien tiene tal derecho, en especial
cuando no es respetado.

Educaciéon y Derecho en Brasil: apuntes historicos

Si tomamos la acepcién de la educacidn o su sentido determinado de
educacion escolar, podemos afirmar que su oferta institucional, organizada
y sistemdtica en Brasil fue tardia; es decir que algo florecié después de un
tiempo considerado como apropiado para ello y se movié mds lentamente
de lo que debia. En ese sentido, se supone que en algiin lugar ocurrié de
modo tempestivo y dentro de un ritmo adecuado.

Brasil tuvo una trayectoria peculiar en lo que se refiere a la relacién de
la educacién y del derecho a ella. No siempre la realidad correspondié con
los avances obtenidos en los textos del ordenamiento juridico. La deuda
con la poblacién escolarizable fue mucho mayor. La realidad de nuestra
ciudadania educacional estuvo muy distante de lo que se podria esperar de
un pafs que se queria civilizado. Y todavia hoy, a pesar de los numerosos
avances obtenidos especialmente en cuanto al acceso a la escuela, queda
mucho por hacer ante el desafio de la calidad. Muchos de los actuales de-
safios tienen detrds de si un pasado de omisién, negligencias y abandono.

Brasil fue colonizado por una potencia ibérica, Portugal, cuyo contexto
de metrépoli, articulado a un catolicismo contra-reformista, determiné un
modo autoritario de relacionarse con las poblaciones nativas y con otras que
llegaron aqui. Asi, los indios eran considerados “bdrbaros” y los africanos,
traidos a la fuerza, se convirtieron en esclavos, en “propiedad del otro”.
Para esos contingentes humanos, la educacién escolar no fue objeto de
cavilacién especial. Para ellos, segiin esa concepcién, bastaba la doctrina o
la catequesis. De ese modo, leer y escribir eran considerados dispensables
para quien no era visto como persona sino como fuerza-de-trabajo. Esas
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poblaciones deberian solamente ser oyentes, escuchando décilmente la
palabra de los otros.

Esta situacién fue muy diferente a la de los paises donde la Reforma
fue objeto de luchas, donde leer y escribir fue indispensable para conocer
las Escrituras, lo que resulté en la apertura de escuelas. Aqui, en cambio,
el elemento fuerte fue la oralidad.

La Independencia de Brasil, en 1822, trajo la expectativa de cambios.
De hecho, la Constitucién de 1824 incluyd la instruccion primaria, gratuita
para todos los ciudadanos (articulo 179, XXXII) en el titulo de las “Dis-
posiciones generales y garantias de los derechos civiles y politicos de los
ciudadanos brasilefios”. Por tanto, la instruccién primaria fue considerada
un derecho civil y politico de la nueva nacién. Sin embargo, la ciudadania
inclufa apenas a los nacidos libres, los naturalizados y los libertos. Con
ello, el acceso a la educacién primaria publica estaba prohibido para los
esclavos e indios.

En la época de la Independencia, por exclusién socio-étnica, 40% de los
habitantes no tenfan acceso a la educacién ni eran considerados ciudadanos.
Si a eso anadimos a las mujeres, a quienes la concepcién organicista de
entonces limitaba a una ciudadania pasiva, el universo de los no-ciudadanos
o ciudadanos imperfectos crece considerablemente. Es importante senalar
que, en la época, el derecho de voto era privativo del sexo masculino y se
regia por el sufragio censitario.

Incluso en nuestra primera ley general de la educacién —del 15 de octubre
de 1827, firmada por el emperador Pedro 1— la instruccién primaria con-
cernia apenas a las villas y lugares mds poblados. Para las élites, el cardcter
limitado de la educacién se justificaba también por el hecho de que el pais
era de enormes dimensiones, casi despoblado y con distancias enormes.

En 1834, el Brasil imperial conoceria un cambio altamente significativo.
El Acto Adicional (ley nimero 16, del 12 de agosto de 1834) reconoce cierta
autonomia de las provincias y dispone una divisién de recursos fiscales.
Conforme a su pdrrafo segundo del articulo 10, se produjo la adopcién de
una descentralizacién de la ensefanza primaria al atribuir a las provincias
la competencia legislativa sobre la instruccion piblica y establecimientos
propios a promoverla... Se iniciaba asi, en nuestro pais —todavia imperial y
centralizado— un federalismo educacional y, con él, una duplicidad de las
redes de ensenanza. El nivel superior, centrado en las élites, continuaba
siendo competencia de los poderes centrales dotados de impuestos robustos.
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Ya la instruccién primaria fue confiada a las provincias con impuestos de
menor valor, resultando en una oferta dispersa y muy poco global.

El contexto de nuestro sistema de educacién escolar lo hacia subordi-
nado de un sistema socio-politico oligdrquico y elitista, que los grupos
dominantes utilizaban para tener la facultad de dar instruccién y educacién
para sus hijos en internados o en el 4mbito doméstico.

La Republica, proclamada en 1889, fue de nuevo un tiempo de pro-
metedoras expectativas. Adoptando un régimen descentralizado, tendria
como forma el régimen federativo, donde quedé establecida la dualidad
Unién/estados. Convertidos en miembros federativos, los estados podrian
ejercer su autonomia legislativa dentro de una siempre senalada asimetria
de condiciones econdmicas, militares y politicas.

La Constitucién de 1891 mantuvo un federalismo educacional casi
en los mismos términos del Acto Adicional y, ademds, dej6 a cargo de la
autonomia de los estados declarar o no la gratuidad (que no aparece en la
Constitucién Federal de 1891) y la obligatoriedad de la ensefanza primaria.
Los estados tendrian autonomia para financiar con recursos propios esa etapa
de la educacién escolar; legalmente, podian crear instituciones de ensenanza
secundaria y superior dentro de sus espacios territoriales.

El Gnico punto en el que la Unidén intervino fue en la cuestién de la
laicidad de la ensefianza. La Constitucién de 1891 determina claramente,
en el pdrrafo sexto del articulo 72, que “serd laica la ensefianza administrada
en los establecimientos publicos”. Y la retirada de la ensefianza religiosa de
los programas de las escuelas publicas fue uno de los principales conflictos
que concernieron la relacién iglesia catélica y Estado.

Entre 1925y 1926 hubo una revisién constitucional, donde se otorgaron
mayores poderes a la Unidn a la vista de los movimientos sociales y de las
relaciones de trabajo. En el campo de la educacién hubo propuestas en el
sentido del restablecimiento de la gratuidad y la obligatoriedad del nivel
primario en todo el pais. En la misma ocasién, la bancada catélica buscéd
restablecer la ensefanza religiosa (facultativa) en los establecimientos
oficiales de instruccién primaria, como regla nacional. Ninguno de esos
proyectos fue aprobado.

En 1930 se produjo una revolucién post fin al régimen de 1891. La
Unién concentré mds poderes, dando inicio a un federalismo centripeto e
interventor. Y después de una breve revolucién civil, el gobierno provisional
se encamind hacia una propuesta de una Asamblea Constituyente. Fue en
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ese momento cuando hubo una enorme presién en el sentido de dotar al
pais de reglas nacionales para la educacién, que quedarian plasmadas en
la Carta Magna de 1934.

Asi, la Constitucién de 1934, que tuvo una gran inspiracién en la de
México de 1917 y de Alemania (Weimar) de 1919, trajo grandes avances
en los derechos sociales. En la educacién tuvo progresos como la gratuidad
y la obligatoriedad de la ensefianza primaria, el plan nacional y la insti-
tucionalizacién de los consejos de educacién. Para que esas medidas se
volvieran efectivas, se adopté la obligatoriedad constitucional de destinar
un porcentaje de los impuestos para la educacién, aunque en proporciones
diferentes para la Unién, los estados y municipios. Tal determinacién per-
manecié cuando el pais disfruté de regimenes democrdticos y desaparecié
bajo los autoritarios.

De ese modo, con el golpe de Estado de 1937 y su Constitucién, el
Estado pasé oficialmente a tener un papel subsidiario en relacién con la
educacién y el papel prominente concerniria a la familia y a la ensefianza
privada, declarindose la instruccién primaria gratuita y obligatoria. Cabe
citar dos articulos de esa Constitucién:

Art. 125.- La educacién integral del nifio es el primer deber y derecho natural
de los padres. El Estado no serd ajeno a ese deber, colaborando, de manera
principal o subsidiaria, en facilitar su ejecucién o suplir las deficiencias y

lagunas de la educacién particular [...]

Art. 129.- La infancia y la juventud, a la que faltasen los recursos necesarios a
la educacidn en instituciones particulares, es deber de la Nacidn, de los Estados
y de los Municipios asegurar por medio de fundacién de instituciones publi-
cas de ensenanza en todos los grados, la posibilidad de recibir una educacién

adecuada a sus facultades, aptitudes y tendencias vocacionales.

En ese periodo fueron proclamadas varias leyes orgdnicas referentes a las
ensefianzas secundaria, normal (formacién de maestros para la ensefanza
primaria) y profesional. La correspondiente a la instruccién primaria sélo
vio la luz entre la transicién entre un régimen y otro.

Con la caida de la dictadura del Estado Nuevo, en 1945, los principios
de la educacién incluidos en la Constitucién de 1934 volvieron a la Carta

Magna de 1946.
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Entre 1946 y 1961 toda la atencién fue a parar en la elaboracién de
las directrices y bases de la educacién nacional en forma de ley. En el
inicio de los debates el foco del problema era la centralizacién contra la
descentralizacién (o sea el régimen federativo). Sin embargo, entre 1959
y 1961 la discusién fue mds acalorada ya que el meollo del problema fue
la ensenanza publica contra la privada. Finalmente, ya bajo el régimen
parlamentarista, vio la luz la ley nimero 4.024/61, que confirmé la gra-
tuidad, la obligatoriedad, la vinculacién presupuestaria y el plan nacional
de educacién. También se consideraron varias demandas de la ensefanza
privada —como la posibilidad de obtener recursos publicos—y de la religiosa
en las escuelas oficiales. De esa manera, la organizacién de la educacién
nacional tendia a decantarse por un federalismo bastante dependiente de
los sectores ligados a la economia y la divisién de los impuestos.

En aquel entonces, pocos anos después, sobrevino el golpe de 1964 y
la instauracién del régimen militar con el cerco a la democracia.

La Constitucién de 1967 amplié la educacién obligatoria ocho afios mds,
al mismo tiempo que retird la vinculacién forzosa del porcentaje de los
impuestos para la educacién, misma que existi6 s6lo en 1969 y Ginicamente
para los municipios. Eso provocé una notable caida de los recursos para la
educacién, un agravio en los salarios de los profesores, una censura en los
programas educacionales y el indice de abandono y fracaso escolar subié,
alcanzando especialmente a las poblaciones de las periferias urbanas. Y la
ley que establecia un régimen de ensefanza secundaria (ahora denominada
ensenanza de segundo grado) profesional, obligatoria y universal para el
segmento poblacional de 15 a 17 afos, fue un fracaso. En verdad, la ley
visaba una formacién técnica para el mercado de trabajo abandonando la
idea de que esos jovenes se imbuyesen de una conciencia critica.

La lucha por la redemocratizacién del pais encontré en el cuerpo docente
un actor vigoroso que se unié con muchos otros sujetos colectivos, como
los movimientos sociales. Esa lucha desembocé en la Constituyente de
1987-1988, que conté con una inédita participacién de la sociedad civil.
En el fondo, ademds de la garantia de los derechos civiles y politicos, el
gran deseo anhelado eran los derechos sociales.

Sin embargo, ese avance fue asi porque quienes lucharon por ese deseo
se vieron frente a una dramadtica situacién fdctica, indicadora de las es-
tructuras y realidades inaceptables denunciadas por consistentes trabajos
que confirmaron las frias y cortantes cifras de las estadisticas de los insti-
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tutos Nacional de Estudos e Pesquisas Educacionais (INEP), Brasileiro de
Geografia e Estatistica (IBGE) y de Pesquisas Econ6micas Aplicadas (IPEA),
asi como de las secretarias de Educacidén, de 6rganos internacionales y de
algunas organizaciones de la sociedad civil.

La Constitucién de la Republica de 1988 reconocié el derecho a la educacién
como el primero de los derechos sociales (articulo 6°), asi como un derecho
del ciudadano y deber del Estado (articulo 205). Por esa razén, establecié6
principios, directrices, reglas, recursos vinculados y planos a fin garantizarlo.
Al explicitar ese derecho hizo una lista para especificar las maneras de reali-
zarlo, como la gratuidad y la obligatoriedad de calidad, con proteccién legal
ampliada y con instrumentos juridicos puestos a disposicién de los ciudadanos,
creando prerrogativas propias para las personas en virtud de las cuales pasaran
a disfrutar o exigir algo que les pertenecia como tal.

En ese momento de ruptura con esas estructuras arcaicas, la Constitucién
impuso nuevos contornos organizacionales, con miras a una educacién
democrdtica propia de la ciudadania.

La educacion basica: concepto

Para hacer la educacién un derecho de todos era imprescindible que hu-
biese algo de comiin o universal como expresién de la educacién bdsica. El
status quo de la escuela existente hasta entonces no atendia a la exigencia
de elevacién cuantitativa y cualitativa de los nuevos estdndares de una
instruccién escolar en la que se cooperara, de modo organizado y sistemd-
tico, en la creacién de una “voluntad general democrdtica” hasta entonces
inexistente en el pafs.

Ese espiritu fue traducido por el concepro de educacién bdsica, concepto
nuevo expresado en una declaracién del derecho de todos y que se plasmaria
en una educacién escolar que contuviese elementos comunes. Por un lado,
el combate a la desigualdad, la discriminacién y la intolerancia; por el otro,
la notacién de las finalidades mayores de la educacién escolar inclusive
por el principio de la gestidn democritica.

La nocién de comiin asociada con la educacién bdsica es un derecho y
proporciona el aprendizaje de saberes vdlidos para toda y cualquier persona,
y responde a las necesidades educativas del desarrollo humano como un
patrimonio cultural. El comin, va més alld de uno para todos, remitiendo
a conocimientos cientificos validos, a la igualdad, a la democracia, a la
ciudadania y a los derechos humanos.
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Pero el concepto de educacién bdsica también incorporé para si, en la legis-
lacién, la distincién en cuanto a derecho. El reconocimiento de la diferencia
en la escolaridad lo supone y, ademds, es factible con la igualdad. Esta tltima
se cruza con la equidad, toma en si la formalizacién legal de la apertura y
de la consideracién de determinados grupos sociales como las personas defi-
cientes, los jévenes y adultos que no tuvieron oportunidad de escolarizarse a
una edad correcta, los descendientes de los esclavos y los pueblos indigenas.
Muchas veces, victimas de estereotipos, prejuicios y discriminaciones, cabe a
la institucidn escolar deconstruirlos por su papel tanto socializador como de
transmisién de conocimientos cientificos, veraces y signiﬁcativos para todos.

La ley de Directrices y Bases de la Educacién Nacional se refiere a las
modalidades de la educacién, mismas que son constituyentes del derecho.
Es el caso de las personas discapacitadas que deben estar en las clases co-
munes de las escuelas comunes, aunque deban recibir tratamiento especial;
también es el de los jévenes y adultos y de las poblaciones indigenas, cuya
educacién tiene un modelo pedagégico propio. Todas las modalidades
cuentan con directrices curriculares nacionales.

Brasil, por ejemplo, reconoce la ensefianza fundamental como un derecho
juridicamente protegido desde 1934, y como derecho publico subjetivo,
a partir de 1988.

La Constitucién federal inicialmente sélo reconocié la ensefanza fun-
damental como derecho puablico subjetivo. A partir de 2009, exceptuando
la guarderia (primera etapa de la educacién infantil), todas las otras etapas
de la educacién bdsica se convirtieron en derecho publico subjetivo.

[...] cuando nacen los llamados derechos publicos subjetivos, que caracterizan el
Estado de Derecho. Es con el nacimiento del Estado de Derecho que ocurre el pasaje
final del punto de vista del principe para el punto de vista de los ciudadanos. En
el Estado despético, los individuos singulares sélo tienen deberes y no derechos.
En el Estado absoluto, los individuos poseen, en relacién al soberano, derechos
privados. En el Estado de Derecho, el individuo tiene, de cara al Estado, no sélo
derechos privados, sino también derechos ptblicos. El Estado de Derecho es el
Estado de los ciudadanos (Bobbio, 1992:61).

De tal modo, esas etapas de la educacién bdsica se vuelven obligatorias
para las personas de 7 a 14 anos, gratuitas para todos, y quien no hubiera
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tenido acceso a esos niveles de la escolaridad por la inexistencia de plaza
disponible, puede recurrir a la justicia y exigirla. Se trata de un derecho
subjetivo publico (que tiene todo individuo por el hecho de serlo), am-
parado tanto por su principio de base (la ensefianza fundamental es una
etapa de la educacién bdsica) y su orientacién final (articulo 205 de la
Constitucién Federal) como por una sancién explicita para los responsables
(gobernantes o padres) en caso de negacién u omisién para el individuo-
ciudadano. Para los anos obligatorios no habrd discriminacién de edad:
cualquier joven, adulto o persona mayor tiene ese derecho y puede exigirlo
en cualquier momento a las autoridades competentes.

El derecho subjetivo publico explicita claramente la vinculacién sus-
tantiva y juridica entre su titular y el sujeto del deber. En la préctica,
esto significa que el primero tiene aseguradas la defensa, la proteccién
y el cumplimiento inmediato del propio derecho cuando fuera negado.
Cualquier nifio o adulto que no haya ingresado en la educacién bésica
puede exigirlo y el juez debe concederle inmediatamente ese derecho,
obligando a las autoridades constituidas a cumplirlo sin mds demora. El
incumplimiento por parte de las autoridades implica la responsabilidad
de la autoridad competente (articulo 208, pdrrafo 2° de la Constitucién).

He aqui por qué al lado y consecuente con la exigibilidad, especial-
mente cuando es omisién del Ejecutivo, el poder Judicial pasé a tener un
importante papel en el cumplimiento de ese derecho. El Estatuto del Nifio
y del Adolescente, ley nimero 8.069, es otro apoyo para tal exigibilidad.
Como dice Ferreira (2010):

Se inauguré en el Poder Judicial una nueva relacién con la educacién, que se
materializé a través de acciones judiciales visando a su garantia y efectividad.
Se puede designar este fenémeno como una JUDICIALIZACION DE LA EDUCACION,
que significa la intervencién del Poder Judicial en las cuestiones educacionales
en vista de la proteccién de ese derecho incluso hasta para cumplir las funcio-
nes constitucionales del Ministerio Publico y otras instituciones legitimadas
(Ferreira, 2010:55).

Pero un cuadro de la educacién brasilefia no quedaria completo sin apuntar

dos importantes y significativos factores: el sistema federativo del pais y
el régimen de fondos para su financiacién.
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Brasil: educacion y republica federativa

La Constitucién Federal de 1988 reconoce a Brasil como una reptblica
federativa formada por la Unidn indisoluble de los Estados y Municipios y
del Distrito Federal... (art. 1° de la Constitucién). Y al estructurarse asi lo
hace bajo el principio de la cooperacién reciproca.

Un pais federativo supone una distribucién del poder y la autonomia
relativa de las circunscripciones federadas en competencias propias de sus
iniciativas. Supone también la necesidad de un cierto grado de unidad
central, sin amordazar la diversidad regional y/o local. Y, en la forma fe-
derativa adoptada por la Constitucién Federal de 1988, con 27 estados y
mds de cinco mil 500 municipios, sélo la realizacién del sistema federativo
por cooperacién reciproca, constitucionalmente previsto, podrd encontrar
los caminos para superar las barreras y los problemas que alcanzan a la
educacién escolar en nuestro pais. Ese federalismo impone atribuciones
diversas bajo la forma de competencias privativas, concurrentes y comunes
entre los varios entes federativos, lo que lleva a la satisfaccién del derecho a
la educacién a una realidad bastante compleja y de dificil gestién. Ocurre
que el régimen de cooperacién reciproca hasta hoy no fue reglamentado,
a pesar de que en la Constitucién consta la necesidad de establecerlo me-
diante una ley complementaria. Por otro lado, tal diversidad, dentro de un
pais continental, expresa una diferenciacién entre varias regiones del pais
e incluso dentro de un Estado, en términos de la plenitud del derecho a
la educacién. Esa realidad le da a la gestién educacional un cardcter muy
complejo, debido al nimero de personas y organismos que pueden tomar
decisiones dentro del campo. Y se complica aiin mds por la posicién su-
plementaria de la Unién en varias materias de la educacién escolar en el
campo de la instruccién bdsica.

Pero como se trata de un derecho reconocido, es preciso que esté
garantizado, y para esto la primera garantia es que se encuentre inscri-
to en el corazén de nuestras escuelas, rodeado de todas las condiciones
indispensables. Una de ellas es la financiacién. Actualmente, la Unién
debe invertir 18% y los estados y municipios 25% de sus impuestos en
educacién. Sin embargo, para que ese recurso sea efectivamente aplicado y
con la finalidad que le es propia, hay una subvinculacién obligatoria para
la educacién bdsica. Se trata de un fondo contable que redne recursos de
la Unidn, estados y municipios y del cual 60% debe ser dedicado para
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pagar el salario de los docentes. Y para acompanar el destino de esos
recursos se constituye obligatoriamente un Consejo de control de super-
visiéon operativa.

El derecho a la educacién bédsica implica mds que una politica pasiva de
gratuidad y de obligatoriedad; considera los dispositivos de la gratuidad
activa hechos directamente por la Unién como la distribucién de comidas,
libros texto —incluidos los elaborados en formato Braille—, equipamientos
de informdtica y transporte de alumnos para las escuelas pablicas. Ademds,
el Fundo Nacional do Desenvolvimento da Educacao (FNDE) tiene mds
de veinte programas de apoyo, ya sea para los alumnos o para los estable-
cimientos. Estos pueden ser solicitados por los centros escolares y por los
sistemas de ensefanza por medio de contratos como suministro de lentes,
dinero entregado a la escuela o formacién continua para maestros.

Estos apoyos se complementan con la provisién de un aporte econémi-
co para familias de bajos ingresos. Se trata del programa de transferencia
directa de renta, mds conocido como Bolsa-Familia, que busca promover
el alivio inmediato de la pobreza. Para acceder al programa, el nino debe
estar matriculado en la ensefanza fundamental, ser un alumno asiduo y
contar con las vacunas al dfa. Tales requisitos refuerzan el acceso a los de-
rechos sociales bdsicos en las dreas de educacidn, salud y asistencia social.
La gestién de la Bolsa-Familia estd descentralizada y es compartida por la
Uniédn, estados, Distrito Federal y municipios. Hoy son mds de 12 millones
de familias atendidas por este programa y es la madre de los nifios quien
recibe la tarjeta de crédirto.

Conclusiones

La educacién escolar se erige como bien puablico, como servicio publico,
cuando es brindada por los poderes publicos. Tiene cardcter propio por
ser ella, en si misma ciudadana, implicando a la ciudadania en su ejercicio
consciente y cualificdindola para el mundo del trabajo; siendo gratuita y
obligatoria la educacién infantil/preescolar, asi como gratuita y progresi-
vamente obligatoria la ensenanza fundamental (ésta se volverd ineludible
a partir de 2016). La educacién bdsica es un deber del Estado. Estamos,
pues, en presencia de un derecho juridicamente protegido, en especial como
derecho publico subjetivo en el dmbito de la educacién infantil/preescolar,
de la ensefianza fundamental y de la ensefianza media.
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La educacién, bien publico, es un servicio pablico cuando es ofrecido
por los poderes publicos, abierto —bajo ciertas condiciones— a la iniciati-
va privada estd, en el dmbito publico, rodeada de normas de proteccién
como la Ley de Directrices y Bases de la Educacién Nacional, el Plan
Nacional de Educacién y los dictdmenes y resoluciones de los consejos
de Educacién.

El derrotero histérico del derecho a la educacién en Brasil y sus avances,
ahora conoce su conexién con una gestién que sea efectiva. Las precarias
condiciones de existencia social, los prejuicios, la discriminacién racial,
la opcién por otras prioridades y las dificultades para gestionar un pais
continental y federativo, hacen que tengamos una pesada herencia de siglos
para ser superada. La declaracién del derecho a la educacién ha sido im-
prescindible para esa inscripcién en nuestras leyes. Es la hora del cumpli-
miento y de la superacién en la prictica. Y eso se vuelve mds significativo
en paises como Brasil, cuya fuerte tradicién elitista reservé solamente para
los estratos privilegiados el acceso a este bien social.

Eso convierte la calidad de la ensenanza bdsica en el mayor desafio de
la educacién brasilena. En este sentido, el concepto de sistema nacional
de la educacién —nuevo en nuestra legislacién—y el proyecto del Plan Na-
cional de Educacién —con sus metas y estrategias, elaborado con amplia
participacién de los docentes—, asi como los siguientes proyectos de planes
estatales y de las municipalidades, representan una perspectiva de hacer
del derecho a una educacién bdsica, universal y de calidad una auténtica

realidad.

Nota

"En Brasil, la organizacién de la educacién  derecho; la superior sélo es para aquellos que tras-
tiene dos niveles: bdsico y superior. Este articulo  cienden el proceso de seleccién de una institucién
se centra en el primero. La educacién bdsicaesun  de ensefianza superior oficialmente reconocida.
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